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Artículo 15. Normas generales para la difusión de las 
recomendaciones elaboradas por un tercero.

1. Cuando al difundir una recomendación elaborada 
por un tercero ésta se modifique de manera importante, 
se deberá indicar detalladamente en la información difun-
dida esa modificación. 

2. Cuando la modificación consista en un cambio de 
orientación de la recomendación,  principalmente cam-
biar una recomendación de «comprar» por una de «man-
tener» o «vender», o viceversa, la persona que difunda la 
información habrá de cumplir con los requisitos recogi-
dos en los artículos 10 a 12, indicando la modificación 
realizada.

3. Las personas jurídicas pertinentes que, por sí o a 
través de personas físicas, difundan una recomendación 
modificada de manera importante han de contar con un 
procedimiento formal para que las personas que reciban 
la información conozcan dónde pueden tener acceso a la 
identidad de la persona que haya elaborado la recomen-
dación original, a la propia recomendación y a la revela-
ción de los intereses o conflictos de interés de las perso-
nas que la hayan elaborado, a condición de que estos 
datos sean públicamente accesibles.

4. Lo previsto en los apartados anteriores no será de 
aplicación a las noticias que informen sobre las recomen-
daciones elaboradas por un tercero cuando no se modifi-
que de manera importante lo esencial de esas recomen-
daciones.

5. En el caso de que se divulgue el resumen de una 
recomendación elaborada por un tercero, las personas 
relevantes que lo divulguen garantizarán que el resumen 
sea claro y que no sea engañoso, mencionando el docu-
mento originario y el lugar donde el público puede acce-
der de manera fácil y directa a la información relacionada 
con dicho documento originario, siempre que tal informa-
ción esté disponible públicamente.

Artículo 16. Obligaciones adicionales para las empresas 
de servicios de inversión y entidades de crédito para 
la difusión de las recomendaciones elaboradas por un 
tercero.

Además de las obligaciones establecidas en los artícu-
los 14 y 15, cuando la persona relevante sea una empresa 
de  servicios de inversión, una entidad de crédito o una 
persona jurídica que trabaje para dichas personas con 
arreglo a un contrato de trabajo o de alguna otra forma y 
difunda recomendaciones elaboradas por un tercero, se 
les exigirá:

a) Que mencionen su autoridad supervisora compe-
tente.

b) Si la persona que elabora la recomendación origi-
nal no la hubiera difundido todavía al público, la persona 
que la difunda deberá cumplir con los requisitos estable-
cidos en el artículo 13.

c) Si la empresa de servicios de inversión o entidad 
de crédito modificara la recomendación de manera 
importante, se aplicarán los requisitos establecidos por 
los artículos 10 a 13.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior 
rango se opongan a lo dispuesto en este real decreto

Disposición final primera. Título competencial.

Este real decreto se dicta al amparo de los títulos com-
petenciales previstos en el artículo 149.1.6.ª y 11.ª de la 
Constitución.

Disposición final segunda. Incorporación de derecho de 
la Unión Europea.

Mediante este real decreto se incorpora parcialmente 
al derecho español la Directiva 2003/6/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 28 de enero de 2003, sobre las 
operaciones con información privilegiada y la manipula-
ción del mercado (abuso de mercado).

Asimismo, se incorporan al derecho español las 
siguientes directivas: la Directiva 2003/124/CE de la Comi-
sión, de 22 de diciembre de 2003, sobre la definición 
y revelación pública de la información privilegiada y 
la definición de manipulación de mercado; la Directiva 
2003/125/CE de la Comisión, de 22 de diciembre de 2003, 
sobre la presentación imparcial de las recomendaciones 
de inversión y la revelación de conflictos de intereses, y, 
por último, la Directiva 2004/72/CE de la Comisión, de 29 
de abril de 2004, de prácticas de mercado aceptadas, la 
definición de información privilegiada para los instru-
mentos derivados sobre materias primas, la elaboración 
de listas de personas con información privilegiada, la 
notificación de las operaciones efectuadas por directivos 
y la notificación de las operaciones sospechosas.

Disposición final tercera. Habilitación para desarrollo 
normativo.

Se faculta al Ministro de Economía y Hacienda para 
dictar las disposiciones necesarias para el cumplimiento y 
ejecución de este real decreto y, con su habilitación 
expresa, a la Comisión Nacional del Mercado de Valores.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dado en Madrid, el 11 de noviembre de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Vicepresidente Segundo del Gobierno
y Ministro de Economía y Hacienda,

PEDRO SOLBES MIRA 

MINISTERIO DE TRABAJO 
Y ASUNTOS SOCIALES

 19252 RESOLUCIÓN de 21 de noviembre de 2005, de 
la Dirección General de Ordenación de la 
Seguridad Social, por la que se imparten ins-
trucciones para la inclusión en el régimen 
general de la Seguridad Social de los aboga-
dos que mantienen relación laboral de carácter 
especial, en aplicación de lo previsto en la dis-
posición adicional primera de la ley 22/2005, 
de 18 de noviembre.

La Ley 22/2005, de 18 de noviembre, por la que se 
incorporan al ordenamiento jurídico español diversas 
directivas comunitarias en materia de fiscalidad de pro-
ductos energéticos y electricidad y del régimen fiscal 
común aplicable a las sociedades matrices y filiales de 
estados miembros diferentes, y se regula el régimen fis-
cal de las aportaciones transfronterizas a fondos de pen-
siones en el ámbito de la Unión Europea, establece en su 
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disposición adicional primera, apartado 1, la considera-
ción de relación laboral de carácter especial para la pres-
tación de servicios retribuidos por cuenta ajena de aboga-
dos dentro del ámbito de organización y dirección del 
titular de un despacho de abogados, individual o colec-
tivo, consideración de la que expresamente se excluye el 
ejercicio de la profesión por cuenta propia, individual o 
colectivamente, y las colaboraciones que se concierten 
entre abogados cuando se mantenga la independencia de 
los respectivos despachos.

La disposición adicional referida, en su apartado 2, da 
un mandato al Gobierno para que en un plazo de doce 
meses regule mediante Real Decreto la citada relación 
laboral, en tanto que en el apartado 3 determina que los 
abogados incluidos en el ámbito de la misma sean dados 
de alta en el Régimen General de la Seguridad Social el 
día primero del tercer mes siguiente a la entrada en vigor 
de la Ley, es decir, sin supeditar dicha alta a la prevista 
regulación reglamentaria, a lo que se añade lo dispuesto 
en el último párrafo del mismo apartado 3, según el cual 
se considerarán válidas a todos los efectos las cotizacio-
nes que se hubieran realizado a la Seguridad Social por 
los abogados afectados con anterioridad a la fecha fijada 
para el alta en el Régimen General de la Seguridad 
Social.

A la vista de los efectos inmediatos que en la relación 
jurídica de Seguridad Social tiene la relación laboral de 
carácter especial establecida por la Ley 22/2005, se hace 
necesario impartir instrucciones para su cumplimiento 
aunque no se haya procedido a su regulación reglamenta-
ria, por cuanto para la tramitación del alta en el Régimen 
General de los miembros de este colectivo ateniéndose a 
las previsiones de la citada disposición adicional, y en 
particular de su apartado 3, se requiere su delimitación 
respecto de quienes ejerzan la abogacía incluidos en el 
campo de aplicación del Régimen General pero sin man-
tener relación laboral de carácter especial, por lo que su 
alta en el mencionado Régimen no está sujeta a los condi-
cionantes temporales que la citada Ley establece.

A este respecto, la expresada falta de desarrollo regla-
mentario suscita algunas incertidumbres en orden al 
encuadramiento en el sistema, las cuales sólo cabe por el 
momento despejar aplicando las normas generales en la 
materia del ordenamiento de la Seguridad Social, si bien 
con la referencia de los artículos 27 y 28 del Estatuto 
General de la Abogacía Española, aprobado por Real 
Decreto 658/2001, de 22 de junio, los cuales regulan las 
diversas fórmulas para el ejercicio de la profesión de abo-
gado.

En este sentido, en relación con estos dos últimos 
preceptos, debe señalarse que una de las posibles fórmu-
las para el ejercicio colectivo de la profesión, según el 
artículo 28.1 del Real Decreto 658/2001, es mediante la 
constitución de una sociedad mercantil, y que cuando tal 
sociedad sea de tipo capitalista el artículo 97.2.a) de la Ley 
General de la Seguridad Social (en redacción dada por la 
Ley 50/1998, de 30 de diciembre) expresamente incluye en 
el Régimen General de la Seguridad Social a los «socios 
trabajadores de sociedades mercantiles capitalistas, aun 
cuando sean miembros del órgano de administración, si 
el desempeño del cargo no conlleva la realización de las 
funciones de dirección y gerencia de la sociedad, ni 
poseen su control en los términos establecidos en el apar-
tado 1 de la disposición adicional vigésima séptima de la 
presente Ley», de lo que debe deducirse que, se estime o 
no incluidos a los socios trabajadores de sociedades mer-
cantiles capitalistas en la relación laboral de carácter 
especial establecida por la Ley 22/2005, lo cierto es que su 
encuadramiento en el Régimen General se ha producido 
con independencia de dicha circunstancia, por disposi-
ción expresa del artículo 97.2.a) de la Ley General de la 
Seguridad Social citado, por lo que no debe regir para 

ellos la fecha fijada para la inclusión en el Régimen 
General.

En otro orden de cosas, también conviene aclarar 
algunos extremos en cuanto a las condiciones del encua-
dramiento del colectivo en el Régimen General, una de 
ellas el grupo de cotización, el cual, por tratarse en todo 
caso de licenciados universitarios que ejercen en calidad 
de tales, habrá de ser el Grupo primero, en tanto que otro 
de los elementos a determinar es el epígrafe de tarifa de 
primas aplicable a la cotización a la Seguridad Social por 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, que 
no puede ser otro, lógicamente, que el mismo que corres-
ponda a los abogados que ejercen la profesión en régi-
men laboral común. Asimismo conviene precisar que la 
obligación de cotizar se extiende igualmente con respecto 
a desempleo, Fogasa y formación profesional.

Una cuestión a considerar en cuanto a la validez de las 
cotizaciones anteriores a la fecha determinada para inclu-
sión en el Régimen General de la Seguridad Social es que, 
puesto que la Ley no distingue, deben reputarse válidas a 
todos los efectos las cotizaciones efectuadas tanto al 
Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos como al citado Régimen General (únicos en 
los que ha cabido estimar procedente el alta de estos tra-
bajadores) en cualquier momento anterior a dicha fecha, 
pero siempre que respondan a servicios efectivos consti-
tutivos de una relación laboral de carácter especial, y ello 
aun cuando al día determinado por la Ley para el alta en 
el Régimen General hayan dejado de prestarse tales 
servicios.

Conviene puntualizar, además, pues la Ley 22/2005 no 
lo aclara, que las cotizaciones efectuadas antes del día 
1 de febrero de 2006 se regirán por la normativa de aquel 
régimen de los mencionados en que hayan sido ingresa-
das, sin perjuicio de la aplicación, en su caso, de lo dis-
puesto sobre cómputo recíproco de cotizaciones entre 
distintos regímenes cuando sea preciso para el reconoci-
miento de prestaciones. No obstante, en los supuestos en 
que se haya optado por la integración en la Mutualidad de 
Previsión del Colegio Profesional como alternativa para el 
alta en el Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta 
Propia o Autónomos, las cotizaciones efectuadas no 
podrán surtir efecto alguno dentro del sistema de la Segu-
ridad Social, como es norma general, toda vez que se 
trata de entidades ajenas al sistema.

Por otra parte, puesto que la Ley 22/2005 declara váli-
das a todos los efectos tales cotizaciones, debe entenderse 
que han de recibir el tratamiento propio de las cotizaciones 
que han sido ingresadas por trabajadores correctamente 
afiliados y en alta en el respectivo régimen, por lo que no 
cabe su reintegro a los interesados, ni de oficio ni a instan-
cia de éstos, en la eventualidad de que pudiera ser solici-
tado en concepto de ingresos indebidos.

En cuanto a las condiciones para la formalización del 
alta en el Régimen General en la fecha prevista, dada la 
amplitud del periodo transcurrido desde la entrada en 
vigor de la Ley 22/2005, no parece necesario efectuar aco-
modación alguna a fin de flexibilizar las normas genera-
les, ya que se estima que los interesados disponen de 
tiempo suficiente para tener conocimiento de sus obliga-
ciones y de recabar la documentación necesaria al efecto, 
de manera que tal formalización deberá atenerse a los 
trámites y plazos establecidos por el Reglamento General 
sobre inscripción de empresas y afiliación, altas, bajas y 
variaciones de datos de trabajadores en la Seguridad 
Social, aprobado por el Real Decreto 84/1996, de 26 de 
enero, con la única salvedad de que para aquellos que 
hayan iniciado la prestación de servicios antes de la fecha 
fijada por la Ley deberá comunicarse el alta antes de ese 
día, toda vez que no sirve para ellos el término de referen-
cia reglamentario, que es el «inicio de la prestación de 
servicios». Asimismo se hace preciso establecer el criterio 
que ha de seguirse cuando la actividad como abogado se 
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inicie una vez haya entrado ya en vigor la previsión legal 
en cuestión. Por otra parte, tendrá la consideración de 
empresario el titular del despacho de abogados, indivi-
dual o colectivo, para el cual el abogado ejerza la activi-
dad, como la propia Ley determina.

No parece necesario, sin embargo, exigir comunica-
ción alguna cuando el trabajador en la fecha fijada por la 
Ley para el alta en el Régimen General ya esté incluido en 
el mismo en razón de la actividad de abogado calificable 
de relación laboral de carácter especial y no se haya pro-
ducido variación alguna en los datos que debe proporcio-
nar a la Tesorería General de la Seguridad Social.

Por todo ello, esta Dirección General, en el ejercicio de 
las atribuciones que tiene conferidas por el Real Decreto 
1600/2004, de 2 de julio, de desarrollo de la estructura 
orgánica básica del Ministerio de Trabajo y Asuntos Socia-
les, resuelve:

Primero. Delimitación del colectivo de abogados 
encuadrable en el Régimen General de la Seguridad 
Social por mantener una relación laboral de carácter 
especial en el ejercicio de su profesión.—A los solos 
efectos de su inclusión en el Régimen General de la 
Seguridad Social en cumplimiento de lo previsto en la 
disposición adicional primera de la Ley 22/2005, de 18 de 
noviembre, se estimarán sujetos a relación laboral de 
carácter especial quienes ejerzan la abogacía para un 
despacho de abogados, individual o colectivo, con carác-
ter retribuido, por cuenta ajena y bajo la dirección del 
titular.

A fin de dar cumplimiento a lo previsto en el párrafo 
anterior, se entenderá por despacho colectivo el com-
puesto exclusivamente por dos o más abogados en ejerci-
cio agrupados bajo cualquier forma lícita en derecho, 
incluidas las sociedades mercantiles, cuyo único objeto 
sea el ejercicio profesional de la abogacía y reúna todas las 
condiciones exigidas en el artículo 28 del Estatuto General 
de la Abogacía, aprobado por el Real Decreto 658/2001, de 
22 de junio.

Segundo. Abogados incluidos en el campo de apli-
cación del Régimen General de la Seguridad Social a 
quienes no afecta la disposición adicional primera de la 
Ley 22/2005.—El ejercicio de la abogacía da lugar a la 
inclusión del trabajador en el Régimen General de la 
Seguridad Social, sin que sea de aplicación la disposición 
adicional primera de la Ley 22/2005, en los siguientes 
supuestos:

1. Cuando se prestan servicios por cuenta ajena en las 
condiciones previstas por el artículo 1.1 del Texto Refun-
dido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores y el empre-
sario no sea el titular, individual o colectivo, de un despa-
cho de abogados, tal como viene éste caracterizado por el 
artículo 28 del citado Estatuto General de la Abogacía.

2. Cuando se trate de titulares o socios de un despa-
cho de abogados que haya adoptado la forma de socie-
dad mercantil capitalista y ejerzan la abogacía en condi-
ciones que determinen su inclusión en el campo de 
aplicación del Régimen General de la Seguridad Social, 
de conformidad con el artículo 97.2.a) de la Ley General de 
la Seguridad Social en relación con la disposición adicio-
nal vigésima séptima del mismo texto legal.

3. En el caso de despachos colectivos de abogados 
constituidos como sociedad mercantil capitalista, quienes 
vinieran ejerciendo el cargo de administradores en las 
condiciones previstas por el artículo 97.2 k) de la Ley 
General de la Seguridad Social y actuasen simultánea-
mente como abogados por cuenta de la sociedad, se debe 
entender que están incluidos en el Régimen General 
como asimilados a trabajadores por cuenta ajena a causa 
de su actividad como administradores, con independen-
cia de las relaciones jurídicas que se puedan derivar de su 
actividad como abogados en el seno de la sociedad.

Tercero. Validez de las cotizaciones anteriores al 1 de 
febrero de 2006.

1. Se reputarán válidas a todos los efectos las cotiza-
ciones que hayan podido efectuarse antes del 1 de febrero 
de 2006 al Régimen General o al Régimen Especial de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos cuando 
correspondan a servicios efectivos de abogacía en las con-
diciones que, a tenor de la disposición adicional primera de 
la Ley 22/2005, son determinantes de la relación laboral de 
carácter especial, no siendo preciso para su validez que en 
la fecha fijada por dicha Ley para el alta en el Régimen 
General el trabajador se encuentre prestando servicios en 
las expresadas condiciones.

2. En ningún caso se procederá al reintegro a los inte-
resados en concepto de ingresos indebidos, ya sea de ofi-
cio o a solicitud de aquéllos, de las cotizaciones que hayan 
sido efectuadas al sistema de la Seguridad Social antes del 
día 1 de febrero de 2006, en razón del ejercicio de la aboga-
cía en las condiciones aludidas en el apartado anterior.

3. La validez de estas cotizaciones será la que corres-
ponda según las normas del régimen en que hayan sido 
ingresadas, sin perjuicio de que para el reconocimiento de 
prestaciones se aplique la normativa sobre cómputo recí-
proco de cotizaciones entre distintos regímenes.

4. Las cotizaciones satisfechas a la Mutualidad de Pre-
visión del Colegio Profesional, cuando se haya optado por 
la integración en la misma como alternativa al alta en el 
Régimen Especial de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos, no surtirán efecto alguno en el sistema de la 
Seguridad Social.

Cuarto. Formalización del alta en el Régimen General 
de la Seguridad Social.—Cuando se vinieran prestando 
servicios como abogado, en las condiciones previstas por 
la disposición adicional primera de la Ley 22/2005, antes de 
la entrada en vigor de la misma, el alta en el Régimen 
General de la Seguridad Social, que tendrá efectos el día 1 
de febrero de 2006, deberá ser solicitada con anterioridad 
a esta fecha, rigiéndose en lo restante por el Reglamento 
General sobre inscripción de empresas y afiliación, altas, 
bajas y variaciones de datos de trabajadores en la Seguri-
dad Social, aprobado por el Real Decreto 84/1996, de 26 de 
mayo.

Cuando la actividad del abogado se inicie con posterio-
ridad a la fecha de publicación de la presente Resolución 
en el «Boletín Oficial del Estado», el alta en el Régimen 
General de la Seguridad Social será exigible desde el día 
en que se inicie la actividad, debiendo ser formalizada en 
los términos y condiciones previstos en el Reglamento 
General citado en el párrafo anterior.

Las obligaciones del empresario serán asumidas por el 
titular, individual o colectivo, del despacho de abogados 
para el que el trabajador ejerza la abogacía.

Quinto. Cotización.—La cotización de los abogados 
sujetos a relación laboral de carácter especial se someterá 
a las normas generales de cotización del Régimen Gene-
ral, a cuyo efecto quedarán comprendidos en el Grupo 
primero de dicho Régimen, aplicándose a efectos de coti-
zación por accidentes de trabajo y enfermedades profe-
sionales el mismo tipo que corresponda a quienes ejerzan 
la abogacía mediante relación laboral común. Asimismo 
quedarán sujetos a la obligación de cotizar por desem-
pleo, Fondo de Garantía Salarial y formación profesional.

Madrid, 21 de noviembre de 2005.–El Director General, 
Miguel Ángel Díaz Peña.

Sres. Directores Generales del Instituto Nacional de la 
Seguridad Social y de la Tesorería General de la Seguri-
dad Social e Interventor General de la Seguridad 
Social. 


